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Expediente: 66001-31-85-001-2009-00071-00
Acta N° 630 de diciembre 1º de 2009
Decide la Sala la impugnación que el demandante presentó contra la sentencia del 21 de octubre de 2009,   proferida por el Juzgado de Menores de Pereira en esta acción de tutela que José Freddy Medina Valencia le promovió al Cuerpo Técnico de Investigaciones -CTI-, a la que fue vinculada la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira. 
ANTECEDENTES

Por medio de apoderado judicial José Freddy Medina Valencia reclamó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la propiedad privada y al trabajo, y de la familia como núcleo fundamental de la sociedad. 

Adujo en su escrito que el 27 de septiembre de 2009 José Freddy fue detenido y para su identificación le incautaron los documentos del vehículo de placas VCJ-509, taxi de servicio público, pero ello ocurrió cuando su hermano Faber Hernán Medina Valencia se desplazó en ese automotor al CTI cuando José Freddy fue capturado sin que mediara ninguna orden para ello, como tampoco para la aprehensión del bien que es el patrimonio único de la familia materna del actor que depende de los ingresos que se reciben de su explotación, sólo que figura a nombre del accionante porque el grupo familiar decidió que él lo administrara. 

Pasó a explicar por qué se vulnera cada derecho y pidió, por último, que se le ordenara al CTI de Pereira proceder a la entrega del mencionado vehículo VCJ-509.

Admitida la acción, se dispuso dar traslado al Cuerpo Técnico de Investigación que oportunamente se pronunció por conducto de su Director Seccional, quien señaló que hasta el momento la Fiscalía Segunda Especializada no ha recibido solicitud de entrega por parte del propietario del vehículo; que verificada la propiedad del automotor, fue puesto a órdenes de dicha Fiscalía donde ha debido agotarse el trámite respectivo antes de acudir a este mecanismo excepcional. 

Con fundamento en esa respuesta se vinculó a la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira que explicó que la incautación del vehículo está contenida en el informe ejecutivo presentado por el CTI como desarrollo de la captura de José Freddy Medina Valencia y que el 9 de octubre de 2009 se dispuso la apertura de la fase inicial del trámite de extinción de dominio sobre el bien.
Se practicaron algunas pruebas pedidas por el accionante y procedió el Juzgado a dictar sentencia en la que negó lo pretendido porque no halló violación alguna del derecho al debido proceso y porque el accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial que es pedirle al Fiscal de la causa la devolución del vehículo.

Impugnó el accionante que insiste en que el CTI no explicó razonablemente por qué retuvo el taxi, si para ese momento no había ninguna orden que así lo dispusiera.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

   



Refulge  de esta definición que se trata de una acción personal, esto es, que lo que permite es la protección de los derechos fundamentales de la persona que la instaura o de aquella a quien válidamente representa o agencia; no de otra manera puede aducirse esta especial forma de amparo, si se atiende el contenido del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que impone la necesidad de que la persona que sienta lesionado o amenazado un derecho actúe por sí misma, por medio de representante o de apoderado, o prevalido de la agencia oficiosa. 

   



Es importante destacar lo anterior, porque en este caso se deben definir dos cosas: la primera, si a José Freddy Medina Valencia se le ha vulnerado el debido proceso y los demás derechos que invoca (el trabajo y la integración de la familia); y si puede él, sin mandato alguno y sin invocar calidad especial, propugnar por la protección de tales derechos respecto de quienes hacen parte de su familia. 

En cuanto a lo primero, bien dijo el juzgado de primera instancia que la aprehensión del vehículo de placas VCJ-509, se produjo en el momento de la captura del accionante, ya que según el informe policivo él y su familia fueron reacios a mostrar la documentación que les fue requerida. A partir de ahí, ninguna solicitud se le ha elevado al Fiscal correspondiente para que se pronuncie sobre la entrega del mismo y, por tanto, no puede decirse que con ello se vulnere el debido proceso, si como lo indicó el funcionario (f. 21, c. 1) se está a la espera de que algún interesado gestione la devolución del automotor. Adicionalmente se sabe que la Fiscalía General de la Nación ha iniciado los trámites legales que corresponden para la extinción del dominio del vehículo, y es en desarrollo de los mismos que deberá gestionarse su restitución.
Por lo demás, si el bien aparece registrado a nombre suyo, no de otra persona, no puede concluirse de buenas a primeras que se le está afectando el derecho de propiedad, porque fue a él a quien se le retuvo. 
  



Hasta ahí llegaría el interés individual del demandante que, como se sabe, se halla detenido.  Porque pasando al segundo aspecto, el derecho al trabajo que se dice vulnerado, no es el que a él le corresponde, sino a su hermano Faber Hernán Medina Valencia, conductor del vehículo y bien se ve que él no ha reclamado ninguna protección. Tampoco lo ha hecho ningún otro miembro de su familia y, por consiguiente, no le es dado a él pedir por su cuenta el amparo de unos derechos que le son inherentes a sus familiares. 




En todo caso, se repite, la vía expedita para obtener la restitución del automotor es la solicitud ante la misma Fiscalía que, se insiste, hasta ahora no se ha dado formalmente. 

  



No se requieren, entonces, más elucubraciones para concluir que fue acertada la negativa que impartió la Juez de primer grado a la tutela deprecada. Por tanto, se confirmará el fallo revisado. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia del 21 de octubre de 2009,   proferida por el Juzgado de Menores de Pereira en esta acción de tutela que José Freddy Medina Valencia le promovió al Cuerpo Técnico de Investigaciones -CTI-, a la que fue vinculada la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
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